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Rasgos generales

En esta tdltima fase de la IV Legislatura parece desdibujarse el perfil que la
misma ofrecia en sus primeros momentos. En efecto, mientras la II Legislatura
puede caracterizarse por el cambio del modelo de adhesién a la Unién Europea
y la III por la modificacién del régimen econémico-fiscal, la negociacién y acep-
tacién por el Estado de la zona especial canaria, o zona ZEC, y la propuesta de
reforma del Estatuto, la IV viene marcada en sus inicios por el acusado relieve
de los temas europeos, culminando con la inclusién de la condicién ultraperifé-
rica en el tratado de la Unién (Amsterdam, 1997). Sin embargo, a la percepcién
de las mejores expectativas para la consolidacién de un status singular y favora-
ble de caricter permanente en el seno de la Unién Europea ha sucedido, en su
tramo mds reciente, una difundida conciencia de los riesgos de retroceso que se
ciernen sobre las ventajosas peculiaridades precedentemente incluidas en el acti-
vo de la integracién. Esto no significa que los temas europeos no sigan ocupan-
do un destacado lugar en la politica autonémica de Canarias. Lo que sucede es
que, tltimamente, aparecen instalados en una dinimica netamente defensiva que
es manifiesta, por ejemplo, en la alusién que a este cambio de signo se hace en la
intervencién de apertura del debate sobre el estado de la Regidn de este afio 98
cuando se indica que «la paralizacién del desarrollo seri el escenario al que estd
abocado el Archipiélago si, finalmente, se imponen las tesis de los que preten-
den aplicarnos la misma vara de medir que a los demds pueblos de Europa».

En el 4mbito interno, se constata, ante todo, la baja o escasa produccién legis-
lativa, sin perjuicio de quedar para los meses venideros algunas iniciativas de
especial relIi)eve, que después se citan. No ha escapado nuestra Cimara autoné-
mica a la tentacidn de las «Leyes de acompafiamiento», si bien dificultades de
tltima hora han pospuesto su aprobacién hasta enero del 99. La actividad parla-
mentaria de control e impulso politico mantiene una ténica sensiblemente igual
a la de los afios precedentes. Al igual que en el debate parlamentario, los temas
europeos siguen ocupando un destacado lugar en la actividad politica del
Ejecutivo. Por otra parte, en algunos aspectos de la actividad reglamentaria —con
incidencia incluso en ciertas decisiones legislativas— parece percibirse un peso
desmedido de los problemas funcionariales en las politicas relacionadas con la
funcién piiblica. Y, junto a ello, la persistencia de una conflictividad no resuelta
en ciertos dmbitos —educacién, justicia, etc.— a la espera, probablemente, de un
nuevo contexto tras los préximos comicios.

Por dltimo, el inminente final del mandato parlamentario conlleva la aproba-
cién en el primer trimestre de 1999 de algunas leyes de iniciada o avanzada tra-
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mitacién al finalizar el afio del que ahora se informa. Entre ellas figuran la men-
cionada Ley de acompafiamiento, la Ley del fondo de financiacién municipal,
ambas aprobadas ya, y, con toda probabiﬁdad, lo serd también, entre otras, quizd
de menor relieve, la Ley del territorio. También es muy probable que se llegue a
aprobar la reforma del Reglamento parlamentario de la que después se informa.

La legislacion

Cinco de las once Leyes aprobadas en 1998 corresponden, no sin matices
incuestionablemente reglamentistas, al modelo normativo que se supone propio
de los Parlamentos, incluso si éstos son autonémicos. No se incluye en ese
grupo, evidentemente, la Ley aprobatoria de los Presupuestos generales de la
Comunidad auténoma que, como todas las de este cardcter, ofrece caracteres
propios, como los tiene también la que aprueba un crédito extraordinario y un
supfemento de crédito que después se resefia. De las cuatro restantes, una supo-
ne la utilizacién de la Ley singular o de caso tnico con fines conservacionistas
respecto de un espacio singular instada mediante una iniciativa popular de
amplio respaldo; otra de ellas, el empleo de la via legislativa para la correccién
de cierto desliz juridico incluido en una ley de presupuestos para favorecer
determinados ajustes del personal al servicio de la Administracién autonémica;
finalmente, las dos restantes instrumentan meras autorizaciones parlamentarias
para la enajenacién gratuita de ciertos bienes patrimoniales de la Comunidad
Auténoma.

La utilizacién de la Ley para la ordenacién juridica de ciertos especticulos
publicos y determinadas actividades inconvenientes (Ley territorial 1/1998, de 8
de enero) persigue regular el régimen juridico de las actividades calificadas de
molestas, insalubres, nocivas y peligrosas, que en adelante han de denominarse
«actividades clasificadas», asi como el correspondiente a determinados especti-
culos piiblicos que hasta ahora estaban parcialmente regulados por normas regla-
mentarias estatales (Decreto 2.414/1961, de 30 de noviembre y Real Decreto
2.816/1982, de 27 de agosto, respectivamente). Entiende el legislados autonémi-
co que, aparte de la falta de cobertura de la citada norma de 1961 tras la
Constitucién (articulo 25.1), una y otra norma impedian a los Cabildos insulares
—titulares de la competencias administrativas de policia de especticulos publicos,
en virtud de transferencia autonémica— ejercer las correspondientes potestades
de policia y sancionatoria; lo mismo podia decirse de los Ayuntamientos en
cuanto al ejercicio de esas potestades sobre las referidas actividades clasificadas.
Ambos reglamentos, ademds, habfan quedado desfasados en diversos aspectos
—relativos a competencias, procedimientos, actos presuntos, régimen de recursos,
etc.— e inadecuados a las asignaciones competenciales llevadas a cabo en nuestra
Comunidad. En consecuencia, quedan sometidas a la nueva regulacién tanto las
referidas «actividades clasificadas» como los especticulos publicos consistentes
en actividades recreativas, de ocio y esparcimiento, incluidos los deportes, que se
desarrollen esporidicamente y en lugares distintos a los establecimientos desti-
nados al ejercicio habitual de dicha actividad y, en todo caso, los celebrados en
instalaciones desmontables o a cielo abierto, con independencia de su organiza-
cién por una entidad publica o privada, lucrativas o no, incluso cuando sean de
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carcter habitual. Entre las innovaciones se contempla el supuesto de inactividad
de la Administracién municipal, que tiene por consecuencia la subrogacién del
Cabildo insular correspondiente en las competencias de aquella. Asimismo,
se atribuyen a los CabiFdos funciones de coordinacién y cooperacién técnica y
juridica, control e inspeccién y subrogacién (en los procedimientos tanto auto-
rizatorios como sancionatorios). El régimen de recursos previsto en el regla-
mento, devenido obsoleto, de las mencionadas actividades clasificadas, se adeciia
al régimen de recursos de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen juri-
dico de las Administraciones piblicas y del procedimiento administrativo co-
min. Asimismo, se tipifican infracciones y sanciones, con especial proteccién de
la infancia y la juventud, y se faculta para el cierre de establecimientos clandesti-
nos. Finalmente, se declaran de aplicacién preferente las leyes sectoriales auto-
némicas que contengan regimenes especificos para determinados establecimien-
tos o actividades y se atribuye a esta ley caricter supletorio de las mencionadas
leyes sectoriales. Las competencias autonémicas en la materias concernidas se
recogen en las articulos 30.20; 31.2; 32.9; y 32.12 del Estatutos de Autonomia.

Canarias contaba ya con una Ley de fundaciones aprobada en 1990. Lo que
ahora se pretende con la nueva regulacién contenida en la Ley territorial 2/1998,
de 6 de abril, de igual denominacién, es llevar a cabo una importante revisién de
aquella. Asi, se excluyen de su dmbito diversas modalidades de asignacién patri-
monial a un fin de interés publico contempladas en los preceptos del Cédigo
Civil que se citan en su articulo 26, asi como las fundaciones de hecho de caric-
ter temporal, como asf calificaba la Ley anterior (Disposicién Adicional Cuarta)
a las suscripciones y cuestaciones publicas, festivales benéficos o iniciativas ani-
logas destinadas a arbitrar fondos para cualquier finalidad licita de trascendencia
publica. Las principales innovaciones se refieren al Protectorado, érgano que
pierde su caricter exclusivamente fiscalizador al ostentar funciones de asesora-
miento, apoyo y control. En relacién con los 6rganos de gobierno, se regulan los
supuestos de suspensién, sustitucién y cese de sus miembros y se establece un
régimen riguroso de responsabilidad. También destaca la posibilidad de enco-
mendar mediante remuneracién la gestién de la fundacién a personas con ade-
cuada solvencia técnica. La rendicién de cuentas se regula en los mismos térmi-
nos de la normativa estatal con el fin, se dice, de evitar distorsiones a la hora de
aplicar las normas del Estado sobre incentivos fiscales. Finalmente, se prevé la
existencia de un Consejo Asesor del Protectorado de Fundaciones Canarias inte- -
grado por representantes de las fundaciones inscritas en el correspondiente
Registro. La Comunidad canaria ostenta competencias exclusivas en materia de
fundaciones que desarrollen esencialmente sus funciones en el dmbito de la
Comunidad (articulo 30.7 del Estatuto).

La importancia que han cobrado las acciones solidarias y desinteresadas, en
una variada gama de expresiones, por parte de diversos colectivos, y la atencién
cada vez mayor que los poderes piblicos vienen prestando a las mismas ha lle-
vado al legis?;dor canario a aprobar la Ley territorial 4/1998, de 15 de mayo, del
voluntariado, que tiene por objeto el reconocimiento, la ordenacién y la promo-
cién de estas acciones como expresién de solidaridad y pluralismo, fomentar la

articipacién de los ciudadanos en organizaciones sin 4nimo de lucro y facilitar
ﬂts relaciones de las Administraciones piblicas con las entidades que desarrollen
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actividades de tal naturaleza y las personas que participen en su ejecucién. El
dmbito de la ley se extiende a las personas y entidades que impulsen o participen
en programas o proyectos a través de los cuales se realicen acciones de volunta-
riado en el dmbito de l]a Comunidad canaria, con independencia del lugar en el
que radique su sede social, de su titularidad y de que su actividad se centre exclu-
sivamente o no en dicho voluntariado. También se aplica a las entidades de este
caricter con sede o delegacién permanente en Canarias que participen o pro-
muevan el Archipiélago actividades encaminadas a la solidaridad, sensibilizacién,
educacion y cooperacién al desarrollo de los paises empobrecidos.

El propésito de proteger, conservar y aprovechar ordenadamente los recur-
sos cinegéticos, armonizindolos con los cﬁversos intereses afectados y con la
preservacién y mejora de los habitats de las diferentes especies objeto de la mis-
ma, es la finalidad que se persigue con la Ley territorial 7/1998, de 6 de julio, de
caza, que regula el ejercicio de esta actividad, en sus distintas modalidades, en el
dmbito de la Comunidad canaria. En ella se define el concepto de cazador y se
relacionan las especies susceptibles de aprovechamiento cinegético; se establece
una clasificacién de los terrenos concernidos por la caza adaptada a nuestras
peculiaridades, contemplindose la que se realiza en los espacios naturales prote-
gidos y zonas especiales de conservacién, introduciéndose los conceptos de
cotos intensivos y zonas de caza controlada. En relacién con la planificacién y
gestién de la caza se incorporan como instrumentos de gestién de los aprove-
chamientos cinegéticos el plan insular de caza y el plan técnico de caza, ademis
de otra serie de medidas de gestién encaminadas a la proteccién de los cultivos,
las especies animales y la actividad cinegética. En concordancia con la legislacién
bisica estatal se regulan las cuestiones concernientes a los requisitos necesarios
para la practica de la caza: examen, licencia, etc., contemplindose, asimismo, las
cuestiones relativas a la responsabilidad por dafios. También se trata de los aspec-
tos sanitarios de la caza, previéndose la adopcién de determinadas medidas pre-
ventivas por parte de la Consejeria competente en materia de medio ambiente y
conservacién de la naturaleza, en orden a la proteccién de las correspondientes
especies. En el aspecto organizativo se contempla el Consejo regional y los
Consejos insulares de caza, regulados ya por disposiciones reglamentarias de
1987 y 1990, ocupindose asimismo de las sociedades colaboradoras de cazadores
y de la vigilancia de la caza. En el capitulo dedicado a prohibiciones generales y
artes y medios de caza prohibidos, se recibe la correspondiente normativa comu-
nitaria, destacando en este sentido la prohibicién de métodos de captura no
selectivos por los riesgos que suponen para otras especies mis escasas capturadas
involuntariamente. Ademads del correspondiente régimen sancionador, se crea en
la referida Consejeria un Registro regional de infractores de caza, disponiéndo-
se la integracién informitica en el mismo de las anotaciones efectuadas por los
registros insulares. Finalmente, se tiene en cuenta la transferencia a los Cabildos
de las funciones y servicios de la Administracién autondmica, reservindose esta
ultima las funciones de control y coordinacién para la proteccién, conservacién,
fomento y ordenado aprovechamiento de las riquezas cinegéticas del
Archipiélago, asi como la ordenacién bésica externa legislativa y reglamentaria
de las materias transferidas.

Con la finalidad de establecer un marco juridico general que comprende la
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ordenacién de las actuaciones y actividades de las entidades puiblicas y privadas
de prevencién de las drogodependencias y de asistencia e integracién social de
los drogodependientes, la Ley territorial 9/1998, de 22 de julio, sobre preven-
cién, asistencia e insercién social en materia de drogodependencias, regula las
competencias y funciones que corresponden al respecto a las Administraciones
publicas de Canarias, las funciones de ciertas entidades privadas e instituciones,
asi como la configuracién de un Plan Canario sobre Drogas como instrumento
para la ordenacién de las diferentes actuaciones. A tales efectos se regulan los cri-
terios generales de la asistencia que se ha de prestar a la poblacién drogodepen-
diente asi como los derechos y las garantias de los pacientes, previéndose una red
asistencial estructurada en distintos niveles de intervencién. También se estable-
ce la obligacién general de velar por una adecuada integracién social de los
drogodependientes en el entorno de su comunidad natural, proponiéndose, asi-
mismo, reducir la oferta y limitar el consumo, publicidad y venta de alcohol y
tabaco, especialmente a los menores de edad. Con tales propésitos se regula el
contenido esencial y el procedimiento de elaboracién y aprobacién del Plan
sobre drogas, la Comisién Coordinadora de Atencién a las Drogodependencias
y las Comisiones Insulares de Coordinacién. Se ordenan, asimismo, fas compe-
tencias de la Comunidad Auténoma y de las Corporaciones locales, establecién-
dose la obligacién de los Cabildos y de los Municipios de més de veinte mil habi-
tantes de disponer de un Plan ajustado a su dmbito respectivo que incluya
programas de prevencién e integracién social. Respecto de Ea financiacién, ade-
mis de afirmar la obligacién de disponer de dotacion suficiente, se afectan a estos
fines los ingresos derivados de sanciones en la materia. Por ltimo se regula lo
concerniente a infracciones y sanciones.

La politica de preservacién del medio natural alcanzé hace diez afios con la
Ley territorial 12/1987, de 19 de junio, de declaracién de Espacios Naturales de
Canarias, un importante hito en la pretensién de poner coto al desarrollo desor-
denado de la explotacién turistica del territorio del Archipiélago. Por el momen-
to y las circunstancias en las que fue promulgada, esa Ley se ocupé bisicamente
de excluir de la politica desarrollista de la época las dreas de mayor singularidad
de las islas. Entre ellas figuraba el Barranco de Veneguera, incluido en su mayor
parte en el denominado Parque Natural del Macizo del Suroeste de Gran
Canaria. Por otra parte, la Ley territorial 12/1994, de 19 de diciembre, de Espa-
cios Naturales de Canarias —que se limitd, fundamentalmente, a mantener la deli-
mitacién de la superficie ya protegida, aunque reclasificando los espacios natu-
rales— incluyé la superficie especificamente protegida de Veneguera en el Parque
Rural del Nublo. Sin embargo, con ello no se logré una proteccién adecuada del
drea, sin que tampoco se establecieran los criterios de orgenacién de los recursos
y su marco de aplicacién en el Plan de Uso y Gestién de dicho Parque Rural y
en particular en la zona mis sensible de su area periférica. En las zonas ya pro-
tegidas por ambas leyes se incluyeron las dreas mds representativas de unos eco-
sistemas de gran interés para la defensa de la biodiversidad. Pero, por lo que se
refiere a la proteccién deﬁa fauna —concretamente las aves marinas— la menciona-
da Ley de 1994 no protegid, pese a su importancia, la parte de la costa acantilada
en las proximidades y al este de la Playa de Veneguera. Ademis, para garantizar
el equilibrio de la zona, tiene gran interés el establecimiento de una normativa
para las zonas periféricas en la que se regulen los usos permitidos o tolerados,
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actuando las mismas como zonas de atenuacién de impactos, aspecto que no se
contempla en la legislacién vigente, en la que tampoco se contienen previsiones
sobre los criterios de ordenacién de recursos del propio Parque Rural. Partiendo
de esta situacién, e instado a intervenir legislativamente por una iniciativa popu-
lar —que cont6 con mds de cuarenta mil firmas, siendo asi que el minimo exigido
es de quince mil (o bien el 50 % de los electores de una isla, si sélo a ella afgecta
la proposicion, disposicién pensada para favorecer a las islas menos pobladas)-
el Parlamento de Canarias aprob6 la Ley territorial 3/1998, de 6 de abril,
de ampliacién del Parque Rural del Nublo y de fijacién de criterios de utiliza-
cién de su zona periférica en la proximidad del Barranco de Veneguera. Se trata
de una ley singular que, con las finalidades a las que alude su expresivo rétulo,
modifica los limites y la cartografia establecidos en la Ley 12/1994 citada res-
pecto del Parque Rural del Nublo, incorporando a su superficie alrededor de 140
hectdreas en la zona del Barranco de Veneguera. Asimismo se quiere crear en los
limites de la zona excluida dreas especiales de proteccién en las que no se permi-
ta el aprovechamiento urbanistico o se limite a la utilizacién deportiva, al aire
libre sin grandes edificaciones. También se pretende regular el uso de los recur-
sos cinegéticos existentes en un coto privado de caza, convirtiéndolo en coto
social de caza controlada, de manera que los eventuales ingresos que se deriven
de su gestién reviertan a favor del referido Parque Rural. Finalmente, dentro de
una politica de proteccién y potenciacién del conocimiento de los rasgos cultu-
rales de la poblacién aborigen y, en coordinacién con los propietarios de los
terrenos, también se pretende contar con un Centro de Interpretacién con la
finalidad de conciliar la proteccién de los recursos arqueolégicos con la investi-
gacién cientifica y la difusién cultural. A todos estos efectos, se dispone que los
instrumentos urbanisticos que pudieran afectar a estas dreas protegidas deberin
incorporar los correspondientes convenios suscritos entre los gestores del
Parque y los titulares de los derechos dominicales privados sobre el 4rea afecta-
da, en los que se garantice el cumplimiento de las limitaciones establecidas en
esta ley, degyiendo constar como carga legal para terceros en el Registro de la

propiedad.

La discusién de esta Ley puso, una vez mis, de manifiesto la pugna que con
motivo del ejercicio de la iniciativa popular suele evidenciarse entre las diferen-
tes 16gicas a las que obedecen, respectivamente, la representacién parlamentaria
(que reivindica el pleno dominio de la iniciativa una vez tomada en considera-
ci6n) y la participacién directa o semidirecta (celosa del mantenimiento
sustancialmente inalterado del disefio legislativo propuesto). Ese enfrentamiento
explica que los partidos de la oposicién, atin compartiendo los aspectos protec-
cionistas de la Ley, se disocien de la misma en las modulaciones incorporadas en
sede parlamentaria a favor de los intereses particulares afectado. Esa primacia del
dominio de la iniciativa por la mayoria parlamentaria explica también el rechazo
de una nueva iniciativa legislativa planteada por el Grupo mixto proponiendo la
ampliacién de dicho Parque y la fijacién de criterios de utilizacién de su zona
periférica, modificando a tales efectos la Ley recientemente aprobada.

Siguiendo la prictica frecuente, aunque poco ortodoxa, de aprovechar las
leyes de Presupuestos para modificar normas legales no estrictamente presu-
puestarias, la que aprobé los de la Comunidad canaria para 1997 incluyé una dis-
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posicién adicional (la vigésimoquinta, concretamente) en la que se autorizaba al
Gobierno para adoptar medidas coyunturales especificas para la racionalizacién
y optimizacidn de los recursos humanos de la Administracién de la Comunidad
Auténoma de Canarias. Sin embargo, tan eufemistico rétulo no lograba disimu-
lar la cuestionabilidad juridica de la norma, razén por la cual fue impugnada por
el Gobierno de la Nacién ante el Tribunal Constitucional. Y aunque las afinida-
des entre los Gobiernos central y autonémico determinaron el desistimiento del
primero, no por eso se libré aquella de su impugnacién ante dicha instancia por
el Defensor del Pueblo, al que acudieron los atectados por la misma, ni de su
cuestionamiento ante dicha suprema instancia ~con suspensién de las corres-
pondientes érdenes departamentales de ejecucién- por parte del Tribunal
Superior de Justicia de Canarias, ante cuya Sala de la Contencioso-administrati-
vo de Santa Cruz de Tenerife fueron las mismas recurridas por el personal inte-
resado de la Administracién autonémica. Pues bien, con la finalidad de prevenir
la consecuencias que presumiblemente hubieran de producirse, con la Ley terri-
torial 8/1998, de 20 de julio, se opté por derogar la referida disposicién, objeto
del articulo wnico de esta ley, que incluye, ademds, una disposicién adicional que
ordena al Gobierno aprobar, mediante Decreto del que deberi dar cuenta al
Parlamento, las medidas coyunturales especificas para la racionalizacién y opti-
mizacién de los recursos humanos de la Administracién autonémica mediante
un Plan de empleo, igualmente especifico, que haga viable el derecho a la pro-
mocién interna de los funcionarios piblicos. Con el importante matiz de dis-
pensar de la aplicacién a los correspondientes procesos de promocién interna de
lo dispuesto en el articulo 29.1 [norma reguladora, precisamente, de la promo-
cién interna, que sin embargo no se deroga] de la Ley territorial 2/1987, de 30 de
marzo, de la Funcién Pidblica Canaria. En ejecucién de este mandato se ha dic-
tado el Decreto 221/1998, de 1 de diciembre, del que se da cuenta en la referen-
cia a los Reglamentos del Gobierno y en las fichas normativas correspondientes.

Por disponerlo asi la le Ley del patrimonio de la Comunidad auténoma (Ley
territorial 8/1987, de 28 de abril, articulo 37), la enajenacién a titulo gratuito de
los bienes integrantes del mismo ha de contar con la anuencia del Parlamento.
Segin ha entendido 1a Mesa del mismo, esta manifestacion de voluntad ha de
expresarse mediante Ley. Pues bien, para dar cumplimiento a esta exigencia res-
pecto de la enajenacién gratuita y condicional de ciertos inmuebles integrantes
de aquel a favor, respectivamente, del Ayuntamiento de Santa Cruz de Tenerife
y del Museo Canario de Las Palmas de Gran Canaria, se dictaron las Leyes 5 y
6/1998, de 6 de julio, que, por consiguiente, son meros actos de trimite.

Otra de las leyes singulares dictadas en el periodo que se resefia, la Ley
10/1987, de 22 de julio, tuvo por objeto la aprobacién de un crédito extraordi-
nario y un suplemento de crédito de crédito a favor de la Seccién de los Presu-
puestos Generales de la Comunidad correspondiente a la Consejeria de Agri-
cultura, Pesca y Alimentacién. Su tramitacion estuvo precedida de una proposi-
cién no de ley del grupo parlamentario socialista que, con diversos matices, fue
apoyada por los restantes grupos, concretindose en una resolucién por la que se
insta al Gobierno a remitir a la Cdmara el correspondiente Proyecto de Ley con
el fin de incrementar el presupuesto correspondiente a dicha Consejerfa. Los
datos que se manejaron indicaban que mientras en el Presupuesto de 1997 aque-
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lla contaba con el 3.2 % del Presupuesto correspondiente, en 1998 sélo cuenta
con el 2.9 %, siendo asi que el incremento global del Presupuesto de la
Comunidad auténoma para 1998 es de un 8.8 %. Con el fin de mantener los
equilibrios presupuestarios y los compromisos con la Administracién del Estado
en relacidén con la coordinacién de las respectivas politicas presupuestarias y
financieras, se afectan a esta operacién recursos provenientes de mayores ingre-
sos no previstos en la liquidacién definitiva del tramo territorializado del IRPF
de 1996 y, asimismo, de los mayores recursos a percibir por la Comunidad pro-
cedentes de la reprogramacién de gastos cofinanciados por el FEOGA-O.

Como se destaca en su preimbulo, en las previsiones correspondientes a la
Ley 11/1998, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad
Auténoma de Canarias para 1999, no se hace uso de las facultades normativas
sobre los tipos impositivos ni en los tributos propios ni en los cedidos, por lo
que el incremento de los recursos de naturaleza tributaria se debe a la propia
inercia de la actividad econdémica y a la eficacia de la actividad gestora y recau-
datoria. Por otra parte, la reduccién de los tipos del Arbitrio sobre la Produccién
e Importacién (APIC), aunque de naturaleza extrapresupuestaria para la
Administracién autondémica al tratarse de un recurso destinado en su integridad
a las Corporaciones locales, incide en la disminucién de los niveles de la presién
fiscal de los productos gravados por los mismos. Al igual que en ejercicio ante-
riores, estos presupuestos incluyen los recursos que se derivan de los acuerdos
suscritos con la Administracién General del Estado para la dotacién de infraes-
tructuras en el Archipiélago. Destaca, asimismo, la especifica prioridad que se
atribuye a las politicas de investigacién y desarrollo, transporte piblico terrestre
y maritimo y dotacién de servicios judiciales. También se incluyen previsiones
para la financiacién de los servicios y las politicas de empleo. Finalmente, los
presupuestos reflejan los compromisos de la Administracién autonémica con las
Corporaciones locales, materializados en el incremento de la dotacién para el
Fondo Canario de Financiacién Municipal, la adecuada dotacién para las trans-
ferencias y delegaciones a los Cabildos insulares y la inclusién en el texto articu-
lado del mecanismo de garantia por la posible pérdida de recursos de estas
Corporaciones, como consecuencia de la reduccién de tipos del APIC.

Al igual que otros legisladores, también el legislador autonémico canario ha
acudido a las «Leyes de acompafiamiento». Es la primera vez que se aprueba una
ley de esta caricter en nuestra Comunidad auténoma, aunque, en realidad ese
acompafiamiento hubo de ser brevemente diferido hasta principios de este afio,
como antes se dijo. La ordenacidn sustantiva que en la misma se contiene com-
portd, entre otras cosas, la modificacién de nueve leyes autonémicas sin que
—como sucede con esta particular técnica legislativa- se pusiesen en marcha espe-
cificos procedimientos de modificacién de las mismas. En la motivacién politica
de esta iniciativa —justificada por la necesidad, segin se dice, de adoptar «un con-
junto de medidas que se configuran como instrumentos complementarios a la
Ley de Presupuestos Generales» para el presente afio~ confluian, entre otras,
importantes cuestiones que llevaban al Ejecutivo a establecer a su través un cauce
que se ha entendido adecuado para regularizar la situacién laboral de unos seis
mil trabajadores interinos del Servicio Canario de Salud —que habian recurrido a
la huelga en apoyo de sus especificas reivindicaciones—, asi como «instrumentar
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una serie de medidas de diversa naturaleza y alcance en materia de gestién de ser-
vicios, ejecucién de obras, ayudas y subvenciones, cuentas, reorganizacién de
centros universitarios y de personal [...] para que virtualmente puedan ejecutar-
se juntamente con el presupuesto correspondiente». El recurso a esta clase de
leyes fue ampliamente criticado por la oposicién que, asimismo, censurd su tra-
mitacién por procedimiento abreviado.

Desde consideraciones derivadas de la ordenacién constitucional de las fuen-
tes —y, en concreto, de los diferentes procesos de produccién legislativa— la
modalidad de las «Leyes de acompafiamiento» suscita, como bien se sabe, fun-
dadas dudas sobre su adecuacién a las exigencias de la seguridad juridica, princi-
pio constitucional evidentemente afectado por las incertidumbres que generan
en los operadores juridicos y en los propios ciudadanos unas modificaciones
normativas no acompaiiadas de los procesos individualizados a los que deberia
someterse cada una de las leyes modificadas por aquéllas. Més aiin, las conse-
cuencias que derivan de su uso afectan sin la menor duda a la ordenacién cons-
titucional de la produccién de la ley, al distorsionar su recto seguimiento por los
ciudadanos —por la opinién piblica, en suma- afectando en cierta medida a la
responsabilidad asumida ante la misma por los diferentes grupos parlamentario,
dada la falta de una discusién parlamentaria «normal», con las consiguientes
oportunidades de mejora técnica e integracion de planteamientos eventualmente
convergentes y, en definitiva, por su escasa congruencia con una Constitucién
que bien se cuida de preservar, atin en supuestos de extraordinaria y urgente
necesidad, el ejercicio consecuente de la responsabilidad parlamentaria. Los
reproches a tales leyes resultan doblemente justificados cuando se pretende apo-
yar la legitimidad de su uso en una inteligencia de la jurisprudencia constitucio-
nal confgorme, supuestamente, con tales pricticas normativas, con tal que sus
contenidos directa o indirectamente no presupuestarios queden fuera de las leyes
de este caricter, aunque les acompafien en una ley paralela que extrae su justifi-
cacién de la supuesta necesidad de complementar lo que la ley presupuestaria
prevé o decide. Parece evidente que en este orden de ideas los pronunciamientos
jurisprudenciales de estos wltimos afios necesitan algin complemento que pre-
venga contra esas ingenuas o interesadas interpretaciones.

Actividad reglamentaria del Parlamento

El Reglamento de la Cdmara esté siendo objeto de una importante reforma que
se espera aprobar antes de finalizar el actual mandato. Las modificaciones que se
pretende llevar a cabo son de diferente naturaleza. En unos casos son me-
ros retoques técnicos que vienen aconsejados por la propia experiencia parla-
saentaria. En otras, consecuencias de la reforma del Estatuto aprobada a finales

e 1996.

El principal problema que se ha planteado es el de desarrollar conveniente-
mente las previsiones del Estatuto sobre la Comisién General de Cabildos
Insulares (articulo 12.3, nuevo). La Norma estatutaria la configura como un
érgano de participacién de las Corporaciones insulares en la Cimara autonémi-
ca. Y aunque se precisa que sus funciones «en todo caso serin consultivas e
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informativas», se remite a dicho Reglamento la fijacién de su composicién y fun-
ciones. En los trabajos que hasta ahora se han llevado a cabo por la Comisién
correspondiente se han gibujado dos posturas contrapuestas. Una de ellas parti-
daria ge hacer una interpretacion del precepto desde la légica institucional del
Parlamento y del sistema politico que disefia el Estatuto que, segtin se entiende,
no ha sido modificado por una reforma de la que no cabe decir que se haya pro-
puesto alterar los equilibrios interinstitucionales en los que dicho sistema se
asienta. La postura antagénica pretende hacer una interpretacién extensiva que

ermita alterar esos equilibrios en favor de un protagonismo parlamentario de
os Cabildos que pueda llevarles, incluso, a utilizar ciertos instrumento de con-
trol-fiscalizaci6n —tales como las proposiciones no de ley, las preguntas y las
interpelaciones— respecto del Gobierno auténomo. Este objetivo, ademads, se
veria asimismo potenciado con una modificacién de la ordenacién autonémica
de dichas Corporaciones que hiciese un uso generoso de la cliusula de reforza-
miento de la legislacién autonémica que les concierna —los Cabildos «se regirdn
por una Ley aprobada por mayoria absoluta del Parlamento de Canarias en el
marco de la Constitucion», segin reza el articulo 23.3 de la Norma estatutaria
reformada- interpretindola como una suerte de dispensa de la legislacién bisica
del Estado a la que ahora estin sujetos, entendiendo que esa remisién inmediata
a la Constitucién excluye la mediacién de dicha legislacién estatal.

En el avanzado estado actual de elaboracién de esos trabajos, esa discusién se
ha cerrado con una configuracién de dicha Comisién definida por los siguientes
rasgos: 1) emitird informe —antes de la apertura del plazo para ]}; resentacién de
enmiendas a la totalidad- sobre los proyectos y proposiciones de Ley en mate-
ria de: organizacién territorial de Canarias, atribucién de competencias a los
Cabildos, fondo de solidaridad interinsular y modificacién de los criterios de
reparto de los ingresos derivados del Régimen Econémico y Fiscal de Canarias.
Se excluyen de este informe las Leyes de Presupuestos Generales o las de natu-
raleza presupuestaria, asi como los proyectos o proposiciones de Ley sometidos
a audiencia de los Cabildos por prescripcién deﬁ) art. 45.2 de la Ley 14/1990, de
26 de julio, de régimen juridico de las Administraciones piblicas de Canarias
[precepto que contempla la preceptividad del informe de cﬁchas Corporaciones
respecto de iniciativas legislativas que pudieran afectar a competencias anterior-
mente transferidas a los mismos] y sin perjuicio del deber de informe que segui-
damente se sefiala. 2) Serd informada y debatir4, en su caso, sobre los proyectos
y proposiciones de Ley sometidos a audiencias de los Cabildos a los que se acaba
de hacer referencia, asi como: los informes que por disposicién legal deban ser
rendidos al Parlamento por los Cabildos, los planes cuatrienales del Gobierno
sobre coordinacién de Ea.s politicas fiscales, financieras, presupuestarias y de
endeudamiento previstos en dicha Ley de régimen juridico, los convenios y
acuerdos suscritos por el Gobierno de Canarias con los Cabildos, las memorias
anuales remitidas al mismo por los Cabildos relativas a los servicios transferidos,
y cualesquiera otros que, excepcionalmente, les sean remitidos por la Mesa de la
Cimara. 3) Puede recabar informacién de los Cabildos y del Gobierno acerca de
las competencias transferidas o delegadas por la Comunidad auténoma, asi como
de las actuaciones previstas en los apartados 4, 5 y 6 del articulo 23 del Estatuto,
[relativos a la insercién de los Cabildos en el entramado institucional de la
Comunidad auténoma).
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Como puede verse, se ha procurado dar contenido positivo a la abstracta
revisién del Estatuto, en un sentido que resulta congruente con el desarrollo
ﬁagislativo del que hasta ahora habia sido objeto el esquema estatutario. En defi-
nitiva, se perfila como un instrumento de participacién que, de algiin modo, ins-
titucionaliza en el dmbito parlamentario experiencias que, en el plano de las rela-
ciones con el Gobierno auténomo, han ido generando el didlogo con la
Federacién de Cabildos Insulares (FECAI).

Actividad reglamentaria del Gobierno

Como viene siendo habitual, en otra parte de este informe se recoge una
seleccion de los 238 Decretos aprobados por el Gobierno auténomo en 1998 ala
que remitimos para un conocimiento pormenorizado. La referencia que aqui se
hace a la actividad reglamentaria llevada a cabo por aquel se concreta a tres
grupos de reglamentos: los que desarrollan Leyes autonémicas de aprobacién
inmediata o por lo menos reciente; los que encuentran su motivacién en deter-
minadas previsiones de las Leyes presupuestarias autonémicas que requieren
modificaciones normativas de rango reglamentario; y, finalmente, aquelcllos que
contienen modificaciones que ha sido necesario llevar a cabo como consecuencia
de modificaciones que han tenido lugar en la legislacién estatal.

Dentro del primero de estos grupos podemos citar: 1) las medidas coyuntu-
rales especificas para la racionalizacién y optimizacién de los recursos humanos
de la Administracién autonémica que desarrollan las previsiones de la Ley
8/1998, de 20 de julio, por la que se geroga una disposicién atinente a la promo-
cién interna del personal al servicio de la Administracién autonémica que habia
sido recurrida y cuestionada ante el Tribunal Constitucional y suspendida de
manera cautelar por el Tribunal Superior de Justicia de Canarias como conse-
cuencia de los recursos a que habian dado lugar sus normas de ejecucién, como
se dice en otro lugar de este Informe; 2) desarrollo de la legislacién autonémica
en materia de actividades clasificadas y horarios de apertura y cierre de determi-
nadas actividades y locales destinados especticulos y graduacién de la intensidad
de las emisiones musicales, de conformidad con las previsiones de la Ley 1/1998,
de 8 de enero, de régimen juridico de los especticulos piiblicos y actividades cla-
sificadas, ya resefiada; 3) regulacién de la organizacién y funcionamiento de la
Academia Canaria de Seguridad, creada por la Ley territorial 6/1997, de coordi-
nacién de las policias locales, que le atribuye funciones de formacién, perfeccio-
namiento y especializacién del personal perteneciente a las mismas; 4) aproba-
cién del Plan de empleo relativo a la reasignacién del personal al servicio de la
Administracién autonémica afectado por la adaptacién de las sedes de las
Consejerias, organismos auténomos y entes publicos a los principios y criterios
de la denominada «Ley de sedes» (Ley territorial 4/1997, de 6 de julio) sobre la
base de garantizar puestos de trabajo de similares caracteristicas, funciones y
retribuciones en la misma localidad del puesto que se viniera desempefiando; 5)
desarrollo de la Ley territorial 2/1987, cﬁ: 30 de marzo, de la funcién piblica en
relacién con el acceso a la misma de personas con minusvalias y adopcién de
medidas de fomento para su integracién; 6) normas sobre declaracién y asuncién
de tutela de menores en situaciones de desproteccién, en desarrollo de previsio-
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nes contenidas en la Ley territorial 1/1997, de 7 de febrero, de atencién integral
a los menores; 7) regulacién de la composicién, organizacién y funciones de la
Comisién de menores prevista dicha Ley 1/1987, dentro del Consejo General de
Servicios Sociales de la Comunidad creado por la Ley territorial 9/1987, de 28
de abril, de servicios sociales; 8) regulacién de la composicién y funcionamiento
de la Comisién tutelar del mayor legalmente incapacitado creada por la Ley
territorial 3/1996, de 11 de julio, de participacién de las personas mayores y de
la solidaridad entre generaciones; 9) ordenacién de los establecimientos de af;ja-
miento de turismo rural (casa y hoteles rurales y sus respectivas categorias, pro-
cedimientos para su apertura, deberes de los empresarios y programas de fomen-
to de este tipo de turismo), de conformidad con la Ley territorial 7/1995, de 6 de
abril, de ordenacién del turismo; 10) regulacién de los criterios y procedimien-
tos para declarar la no sujecion a la referida Ley 7/1995 de aqueﬁ)as empresas,
actividades o establecimientos que, aunque pudieran reputarse turisticos, no
poseen esa caracteristica esencial; 11) regulacion del procedimiento de concesién
de licencia comercial para grandes establecimientos comerciales, de conformidad
con la Ley territorial 4/1994, de 25 de abril, de ordenacién de la actividad comer-
cial de Canarias, que regula el régimen de autorizacién para la apertura, modifi-
cacién y ampliacién de dichos establecimientos; 12) fijacién de los criterios de
equipamiento comercial en funcién de previsiones comerciales y urbanisticas

_precisas para la armonizacién de los intereses de los grandes, medianos y peque-
fios comerciantes y de los generales de la poblacién desde el punto de vista del
consumo en el marco de la %ibertad de empresa y de la libre competencia [dispo-
sicién con la que se ha pretendido solventar el problema suscitado en el sector
comercial entre grandes y pequefios empresario del comercio a que luego se hace
referencia); 13) registro de instalaciones de produccién eléctrica, en desarrollo de
lo previsto al respecto por la Ley territorial 11/1997, de 2 de diciembre, de regu-
lacién del sector eléctrico canario; 14) modificacién del Decreto regulador de la
constitucién de un censo de edificaciones no amparadas por licencia, aprobado
en 1997, y en el que se establecen los supuestos de ejecutoriedad de las 6rdenes
de demolicién de aquellas, ampliando los plazos previstos al respecto.

Dentro del segundo de dichos grupos sefialaremos: 1) fijacién de las condi-
ciones de distribucién de las dotaciones del Fondo de Financiacién Municipal
previsto en la Ley territorial 13/1997, de 23 de diciembre, de presupuestos
Generales de la Comunidad para 1998; 2) medidas para garantizar la observancia
de la normativa comunitaria en relacién con los gastos que se destinen a las
acciones y proyectos financiados con recursos provenientes de la Unién
Europea, de conformidad con la previsién contenié)a al respecto en dicha Ley
13/1997; 3) criterios de distribucién de las dotaciones presupuestarias destinadas
a cofinanciar las prestaciones bésicas de servicios sociales a gestionar por los
Ayuntamientos con cargo al mencionado Fondo; 4) regulacién del régimen espe-
cifico de las subvenciones para el fomento y el mantenimiento del empleo y la
economia social y para las acciones de formacién profesional ocupacional ges-
tionadas por el Instituto Canario de Empleo; 5) creacién del Instituto Canario
de Seguridad Laboral, con atribuciones en materia de seguridad, higiene, y salud
laboral; 6) creacién del Observatorio Canario de Empleo, con funciones planifi-
cadoras en materia de empleo en colaboracién con el Instituto Canario de Es-
tadistica; 7) régimen de fiscalizacién previa limitada para los expedientes de con-
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cesion de subvenciones tramitadas al amparo de los Planes canarios de viviendas
que afectan a las subvenciones para autoconstruccién, para la adquisicién y habi-
litacién de suelo, para viviendas de proteccidn oficial de régimen especial o gene-
ral y parala rehaiilitacién de las mismas; 8) programa canario de viviendas de
régimen especial que, ademis de las bonificaciones fiscales previstas en la nor-
mativa especifica para las de régimen especial, se establecen para el periodo 1998-
2001 ayudas directas a los adquirentes, que pueden ser percibidas a cuenta por
los promotores y deducidas del precio final de la vivienda.

En el tercer grupo cabe incluir: 1) regulacién de la composicién y el funcio-
namiento de las Comisiones de asistencia juridica gratuita y el procedimiento de
abono de los costes de dicha asistencia a los Colegios Profesionales, como con-
secuencia de la asuncién por la Comunidad canaria de determinadas funciones y
servicios en materia de provisién de medios materiales y econémicos para el fun-
cionamiento de la Administracién de justicia (Real Decreto 2462/11996, de 2 de
diciembre) ; 2) creacién de la Comisién Especial para la adaptacién del Euro,
adscrita a la Consejeria de Economia y Hacienda, con el fin de coordinar en el
dmbito de las Administracién autonémica las actuaciones que se deriven de las
directrices que pudiera establecer la Comisién interministerial para la introduc-
cién de aquel; 3) modificacién de las ordenaciones correspondientes a los
impuestos canarios IGIC y APIC como consecuencia de las modificaciones sus-
tantivas en materia de agricultura y ganaderia introducidas por la Ley 66/1997,
de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y de Orden Social, asi
como por el Real Decreto 37/1998, de 16 de enero; 4) procedimiento de desig-
nacién de los érganos de gobierno de las Autoridades portuarias, de conformi-
dad con la participacién otorgada al respecto a las Comunidades Auténomas por
la Ley 62/1997, de 26 de noviembre, de modificacién de la Ley 27/1992, de puer-
tos del Estado y de la Marina Mercante; 5) regulacién de las condiciones en las
que habrin de efectuarse las renuncias y las nuevas asignaciones de complemen-
to especifico respecto del personal facultativo de las instituciones sanitarias de
Servicio canario de salud, en relacién con las previsiones del articulo 53 de la Ley
66/1997, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y de orden
social que ha caracterizado como renunciable dicho complemento especifico.

Conflictividad constitucional

Por el Gobierno de la Nacién se interpuso recurso de inconstitucionalidad
(RI n® 997/98) contra los articulos 2.3 y 11; 6; 9.7; 11;12.2; 13.b), y Disposicién
Transitoria Segunda de la Ley territorial 11/1997, de 2 de diciembre, de regula-
cién del sector eléctrico. Al invocarse por el Presidente del Gobierno el articulo
161.2 de la Constitucién, dichos preceptos fueron suspendidos en su vigencia y
Zplicacién. Posteriormente, por auto de Tribunal Constitucional de 14 de julio

el presente afio se mantuvo la suspensién de los articulos 2, apartados 3y 11, y
9.7, levantindose la misma respecto de los articulos 6, 11, 12, apartados 2 y3,
13.b) y disposicién transitoria de la mencionada Ley autonémica.

La Sala de lo contencioso-administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Canarias plante6 una cuestién de inconstitucionalidad, que fue admitida a tri-
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mite (CI n° 48/98), respecto de la Ley territorial 2/1992, de 26 de julio, sobre la
declaracién de utilidad piblica de la expropiacién forzosa de determinados edi-
ficios para la ampliacién del Parlamento de Canarias, por su posible contradic-
cién con los articulos 24.1 y 33.3 de la Constitucién. La misma Sala planteé otra
cuestién, igualmente admitida a tramite (CI n°® 979/98), respecto de la
Disposicién Adicional Vigésimoquinta de la Ley territorial 5/1996, de 27 de
diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad para 1997, por su posi-
ble contradiccién con el articulo 23.2, en relacién con el 103.3, ambos de la
Constitucion.

Por su parte, el Parlamento de Canarias recurrié por inconstitucionalidad la
Ley 6/1997, de 30 de diciembre, de Medidas fiscales, administrativas y de orden
social, por entenderse que su articulo 7, apartado segundo, contradice el princi-
pio de la franquicia fiscal sobre el consumo, reconocido en el articulo 46.1 del
Estatuto de autonomia y, asimismo, por no tener en cuenta el informe negativo
emitido por el Parlamento auténomo el 29 de diciembre de 1997, con la mayoria
de los dos tercios requerida por la norma estatutaria, articulo 46.3, precepto que,
segiin se entiende, entraiia un efecto obstativo derivado de su cualificada mayo-
ria, lo que, en este supuesto, supondria su violacién por la ley recurrida. La
misma Ley fue objeto de otra proposicién de interposicién de un recurso de
inconstitucionalidad en sus articulos 9, apartados primero, segundo, sexto y
décimo, y Disposicién transitoria Décimonovena.

La Cimara autonémica recurrid, igualmente, la Ley 54/1997, de 27 de
noviembre, del Sector Eléctrico, por entender que su Disposicién Transitoria
Decimoquinta [que establece un periodo de transicién a la competencia hasta el
31 de diciembre del afio 2000] crea un monopolio que contradice la proscripcién
de éstos y por lo tanto vulnera el articulo 46.1 de(} Estatuto de Autonomia y el
articulo 2 de la Ley 19/1994, de 6 de julio, de modificacién de los aspectos eco-
némicos del REF, entendiéndose, ademis, que vulnera el articulo 46.3 de dicho
Estatuto al no haberse solicitado por las Cortes Generales a lo largo de su tra-
mitacién el preceptivo informe del Parlamento de Canarias que para tales casos
se prevé en dicha norma. Por una segunda iniciativa, que finalmente conté con
los mismos apoyos que la anterior (CC y PSOE a favor y PP en contra), se
impugnan también los articulos 3.1 a); 4.1 y 2; 12.1; 39.3; 41.3 y Disposicién
Final Primera, apartado 1, de dicha Ley, por entenderse que entrafia vulneracién
de competencias autonémicas, exclusivas (articulo 30 del Estatuto en «instala-
ciones de produccién, distribucién y transporte de energia, de acuerdo con el
régimen minero y energético») y de desarrollo legislativo y ejecucién (articulo
32,.8: «reserva al sector publico autonémico de recursos o servicios esenciales,
especialmente en caso de monopolio») y que la atribucién del caricter bésico a
toda la referida ley vacia las competencias de una Comunidad que dificilmente
proporcionard base adecuada para su inclusién en supuestos en los que el interés
supracomunitario requiera apelar al comiin denominador normativo estatal,
habida cuenta de su desconexién con el sistema nacional-continental.

Por sentencia de 1 de diciembre de 1998, el Tribunal Constitucional desesti-
mé el recurso de inconstitucionalidad n® 1324/97, interpuesto por el Defensor
del Pueblo contra el pirrafo segundo 2° de la Disposicién Transitoria Primera del
Estatuto de Autonomia de Canarias, en su nueva redaccién aprobada por la Ley
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orgénica 4/1996, de 30 de diciembre, de reforma del mismo. Los motivos de
inconstitucionalidad alegados se referfan a la posible contradiccién de dicha dis-
posicién (por la que se elevaron las barreras electorales del 3 % de los votos vali-
damente emitidos en la Regidn o del 20 % en la respectiva circunscripcién, como
se establecia en el articulo 8 del mismo en su versién original, al 6 % y el 30 %,
respectivamente) con lo dispuesto en los articulos 1.1, y, 9.2 y 3, 14, 23 y 152.1 -
de la Constitucién y, asimismo, con lo dispuesto en el articulo 9 de dicho
Estatuto en su nueva version.

Cooperacién con las Corporaciones locales

En este dmbito cobra especial significacién la tramitacién y aprobacién de la
Ley 3/1999, de 4 de febrero, del Fondo Canario de Financiacién Municipal.
Aunque su aprobacién se produce fuera ya del periodo resefiado -y, por consi-
guiente, no fli)gura en el computo ni en la resefia de las leyes incluidas en este
informe- no podemos prescindir de su referencia por ser la culminacién de una
reiterada aspiracién de las fuerzas politicas a solventar en via legislativa una cues-
tién de especial relieve para las haciendas municipales. Hasta ahora se habia lle-
gado, todo lo mids, a acordar con los representantes municipales agrupados en la
Federacién Canaria de Municipios (FECAM) unos criterios de reparto, acuerdo
que luego se formalizaba en el correspondiente Decreto. Con la Ley se pretende
ganar en objetividad, fijeza y sistema, aparte del perfeccionamiento de los meca-
nismo aseguradores del cumplimiento de los objetivos del Fondo.

La Ley persigue dos finalidades: saneamiento econémico de los Ayun-
tamientos (a cuyo fin se destina el 50 % de los recursos asignados a los mismos)
e incremento de sus disponibilidades con otro 50 % de libre disposicién. Para
1999 se destinan a dicho Fondo dieciocho mil trescientos millones de pesetas. Su
distribucién —una vez detraido el 1 % destinado a la Federacién Canaria de
Municipios— se reparte de acuerdo con los siguientes criterios y porcentajes:
poblacién (68 %); solidaridad (16 %); insularidad periférica (1 %); extensién
territorial (2 %); espacios naturales protegidos (2 %); plazas alojativas turisticas
(2 %); dispersién territorial (5 %); unidades escolares (4 %).

También se ocupa la Ley, entre otros aspectos, de los indicadores de sanea-
miento econémico-financiero (remanente de tesoreria, ahorro neto y endeuda-
miento a largo plazo) y los condicionantes de la cuantia del fondo de libre dis-
posicién (gestion recaudatoria y esfuerzo fiscal); normas sobre justificacién y
comprobacién del destino del Fondo, asi como de los supuestos de incumpli-
miento (no obtener la valoracién de los indicadores de saneamiento econémico-
financiero o de los condicionantes de libre disposicién, segiin los casos) y de sus
consecuencias (afectacién a saneamiento de la parte correspondiente del Fondo
y reduccién, en su caso, de la otra parte del mismo por incumplimiento de dichos
condicionantes de libre disposicién).



CANARIAS 161

Otros aspectos de la actividad politico-institucional

Completamos esta sintesis de la actividad politica institucional de la
Comunidad Auténoma de Canarias en 1998 con unas referencias a los temas que
ocuparon de manera principal la atencién del Parlamento y el Gobierno. Pro-
curaremos que su obligada brevedad no nos impida dar noticia de sus rasgos mis
significativos.

Siguen ocupando un lugar muy destacado en las preocupaciones de la Cimara
y en las gestiones del Gobierno las negociaciones con las autoridades de la Unién
Europea sobre una serie de cuestiones de gran significacién en este 4mbito tales
como: la situacién de las negociaciones sobre la aceptacién por aquellas de la
zona especial canaria (ZEC), prevista en la Ley 19/1994, de 6 de julio, de modi-
ficacién de los aspectos econémicos del Régimen econémico-fiscal de Canarias,
importante dispositivo de atraccién de capitales por el ventajoso trato fiscal que
se prevé para las empresas que se acojan a la misma; las incertidumbres sobre la
organizacién comiin de mercado (OCM) del plitano, permanentemente amena-
zada por los intereses plataneros de la denominada «irea délar» que hacen valer
las reglas del libre comercio para acceder al mercado europeo en las mejores con-
diciones, lo que seria ruinosos para nuestras producciones; vigilancia de los pre-
cios alimentos en relacién con el régimen especial de abastecimiento (REA);
informacién del Gobierno sobre sus gestiones relativas a la consolidacién de la
situacién estatutaria de Canarias como Regién ultraperiférica de la Unién
Europea; comparecencia y debate sobre la situacién del Régimen econémico-fis-
cal de Canarias (REF) respecto Unién Europea tras la «<homologacién» de los
articulos 25 a 27 de la referida Ley 19/94, en Tos que se concretan determinados
beneficios y ayudas de Estado que se quieren preservar de las consecuencias de
la «<armonizacién fiscal» de la Unién Europea.

Un segundo grupo de cuestiones sobre las que la Cidmara hubo de debatir y
en ciertos supuestos pronunciarse son los que se relacionan con el Régimen eco-
némico fiscal. Aparte de los problemas suscitados por el encaje de su singulari-
dad en el 4mbito europeo, se suscitaron otros dos debates con fijacién en cada
uno de ellos de la posicién de la Cdmara en relacién, respectivamente, con la Ley
estatal medidas fiscales, econémicas y de orden social sobre la que se emitié un
informe no favorable, aprobado con la mayoria cualificada de los 2/3 de los miem-
bros de la misma (art. 43.3 del Estatuto) y con el Proyecto de Real Decreto-Ley de
modificacién de la Ley 15/1994, del REFE. En ambos casos, se daba cumplimiento
al trimite de informe, instado por las Cortes Generales de conformidad con la
previsién garantista contenida en el mencionado precepto estatutario.

El debate sobre el Plan integral de comercio es otro de los temas que ocupa-
ron la atencién del Parlamento y del Gobierno. La fuerte concurrencia que el
equefio y mediano comercio viene soportando por parte de las grandes super-
icies comerciales ~a cuyo favor juega tanto su potencial econémico, como la
propia dificultad que ese potencial supone para el Gobierno y para las
Corporaciones locales- ha tenido, una vez mis, expresiones acusadamente polé-
micas en el debate politico, con amplia proyeccién en la opinién, especialmente
por la secuela de connivencias, reales o supuestas, que sueli anudarse a este tipo
de cuestiones. En la Cimara autonémica el debate estuvo determinado por una
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proposicién no de ley por el que se instaba al Gobierno a manifestar su posicién
al respecto, asi como por una comparecencia del mismo instada, igualmente, por
el principal partido de la oposicién para explicar su posicién en relacién con
dichas grandes superficies y las previsiones de la Ley territorial de comercio.
Este tema, por otra parte, fue abordado por el Gobierno mediante la aprobacién
de dos Decretos de los que se da cuenta en otra parte de este informe.

Television autonémica. La pretensién de contratar mediante concurso con un
grupo audiovisual el suministro de programas a la Televisién autonémica —que atin
no ha comenzado a funcionar— determiné un fuerte enfrentamiento politico en el
seno del Gobierno auténomo, por las posturas opuestas mantenidas al respecto
por nacionalistas y populares. En la disputa se implicé también fuertemente el
Gobierno central. Las fuerzas politicas se alinearon del siguiente modo: a un lado,
Coalicién Canaria grupo impulsor de tal contrato, como medio, se decia, de limi-
tar los costes de una televisién a cuyo caricter piblico no se queria renunciar;
conté con el apoyo del Partido Socialista; a esa contratacién se oponia el Partido
Popular canario y el Gobierno de la nacién, con especial protagonismo del
Ministerio de fomento. El debate parlamentario estuvo propiciado por una com-
parecencia del Gobierno y una solicitud de informacién al Gobierno de la nacién
—en relacién con determinadas intervenciones de dicho Ministerio— por acuerdo de
la Diputacién permanente de la Cimara convocada a tal efecto. No faltaron episo-
dios de judicializacién. En la actualidad est4 adjudicado el discutido contrato, aun-
que las cuestiones judicializadas no parecen haberse extinguido en su totalidad.

También fue objeto de debate la reduccién de la estructura politica y admi-
nistrativa de la Comunidad Auténoma: la preocupacién recurrentemente expre-
sada al respecto por el Grupo socialista, dio lugar a la presentacién de una
proposicién no de ley en la que se instaba al Gobierno a tomar las medidas pro-
cedentes, asi como a una comparecencia del mismo para explicar sus plantea-
mientos. En este orden de preocupaciones por las estructuras institucionales
figura también las cuestiones relacionadas con la cooperacién con las Cor-
poraciones locales. Destacan entre ellas las concernientes a la compensacién por
los recortes que anualmente vienen produciéndose (hasta el afio 2000) en el
Arbitrio sobre la Produccién e Importacién de Canarias (APIC) y, asimismo, las
referidas al Fondo de financiacién municipal (sobre el que la atencién parlamen-
taria se concretaria, finalmente, en la Ley a la que antes se hizo referencia).

La preocupacién por la Administracién de Justicia también hace acto de pre-
sencia en el debate parlamentario. Las transferencias recibidas por el Gobierno
auténomo en esta materia no se vieron acompaitadas de inmediato por una mejo-
ra en las condiciones de prestacién del correspondiente servicio. En respuesta, el
personal afectado por ese cambio de situacién organizé una huelga de cierta
intensidad, lo que motivé la preocupacién parlamentaria por el tema motivando
la comparecencia del Gobierno para informar al respecto.

Son otros muchos, evidentemente, los temas que suscitaron la atencién de la
Cémara: la liberalizacién del transporte aéreo y la privatizacién de la compaiifa
Binter que presta el servicio interinsular; los anuncios de recortes en los vuelos
Canarias-Peninsula por parte de la compaiiia Iberia y las tensiones generadas por
ello con el Ministerio de Fomento; las telecomunicaciones; la politica de puertos
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de titularidad autonémica; el Plan de seguridad piblica, y los problemas relacio-
nados con la extranjeria, el asilo y la inmigracion ilegal; el desarrollo reglamen-
taria Ley Aguas; el (supuesto) incumplimiento del Convenio carreteras; la apli-
cacién y desarrollo de fa Ley territorial del sector eléctrico; la regulacién estatal
de la multipropiedad (time shering) y su incidencia en la actividad turistica (en
relacién con el trimite de informe del Parlamento de Canarias recabado por el
Gobierno de la Nacién); etc.

En el debate sobre el Estado de la Regién, que por tercera y tltima vez se
celebra en esta Legislatura, se reproducen, obviamente, todos estos problemas
con las coloraciones que, légicamente, les imprimen Gobierno y Oposicién. De
manera destacada, se trata nuevamente de los temas europeos. En ese dmbito se
apunta hacia dos aspectos de la mayor importancia, hacia los que se orientas las
gestiones que se vienen haciendo tanto con el Gobierno central como con las au-
toridades comunitarias europeas. De una parte, a la necesidad de que la reforma
de las ayudas de Estado contemple la ultraperifericidad de Canarias, al margen
de cualquier criterio econémico estandardizado. De otro, el desarrollo de la zona
especial canaria (ZEC) para lo cual resultan imprescindibles las ayudas al fun-
cionamiento. En este sentido se insiste en la necesidad de destacar el caricter
politico del REF con el fin de evitar que la negociacién siga por derroteros tec-
nocriticos. Dicho de otro modo, se trata de argumentar que la atencién consti-
tucional singularizada de la que goza dicho régimen en el plano interno ha de
entenderse como un pacto politico de Canarias con el Estadrt)), e intentar que asi
sea entendido y apoyado por el Gobierno del Estado para lograr su traslacién al
plano de las negociaciones con la Comisién y el Consejo de la Unién Europea.
En esta direccion se entiende que Europa debe valorar desde posiciones politicas
la situacién que representa Canarias para el desarrollo de sus politica de coope-
racién con Africa. La singularidad de Canarias, se afiade, también tiene que ver
con su situacién estratégica como frontera sur de dicha Unién, préxima a las pai-
ses con problemas de desarrollo y estabilidad politica.

Junto a éstos se retoman, igualmente, en su mayor parte, los temas sobre los
que ha venido girando el debate parlamentario en los meses precedentes. A ellos
se afiaden otros sobre los que ahora se insiste, aunque precedentemente también
hayan sido tratados. Entre ellos figuran: ciertos aspectos concretos de las trans-
ferencias y delegaciones a los Cabildos; principio de acuerdo con la Federacién
canaria de Municipios (FECAM) sobre la futura Ley de financiacién de dichas
Corporaciones; impulso a la futura Ley del territorio; grado de ejecucién del III
Plan de viviendas puesto en prictica por el Gobierno; Plan integral de empleo y
evolucién de este tiltimo, grado de ejecucién de los Convenios de Carreteras y
de Costas suscritos con el Estado, etc.

Finalmente, también se hace referencia a un Plan director de infraestructuras,
aprobado ya por el Gobierno auténomo, aunque su entrega a la Cimara ha debi-
do aplazarse a peticién de la Federacién de Cabildos Insulares (FECAI), con el se
persigue, se dice, superar el debate sobre la distribucién de las inversiones en infra-
estructuras basado en simples criterios geogrificos o demogrificos, para alcanzar
un visién mas globalizadora del esfuerzo publico en la materia. Tamiién se habla
de un Plan de desarrollo de Canarias de préximo envio a la Cdmara por el
Gobierno, aunque se duda que pueda dictaminarse ya en la presente legislatura.
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Los partidos y la vida politica en la Comunidad Auténoma

Dos acontecimientos politicos marcan con su impronta la dltima etapa de la
presente legislatura. De una parte, la escisién de Coalicién Canaria y el surgi-
miento de la Federacién Nacionalista. De otro, la renovacién del liderazgo de
dicha Coalicién.

Como consecuencia de importantes dasacuerdos en el modo de entender el
planteamiento nacionalista se separan del Grupo parlamentario de Coalicién
Canaria tres diputados que pasan a engrosar el Grupo mixto. Los diputados
escindidos, dos de los cuales pertenecen al Partido Nacionalista Canario, hasta
entonces integrado en la Coalicién, en unién de otros parlamentarios no inte-
grados o escindidos de la misma de Lanzarote, Fuerteventura y La Gomera, for-
man la Federacién Nacionalista Canaria. Se intenta integrar en la misma al
Partido de Gran Canaria, aunque el insularismo con el que nace esta fuerza difi-
culta su integracién en un proyecto de dmbito suprainsular. Se pretende lo
mismo con la Agrupacién Herrefia Independiente; sin embargo, la tradicién de
este pequefio grupo consiste en «esperar a ver qué pasa» por lo que, hasta ahora,
no se ha integrado en aquella.

La presencia de esa Federacién Nacionalista en el panorama de la Comunidad
auténoma genera una cierta dinamizacién por la alteracién que puede suponer de
los equilibrios actuales. Ninguno de las tres fuerzas entre las que actualmente se
dirime, bisicamente, el combate politico ~CC, PP, y PSOE- cuentan hoy con
perspectivas razonables de alcanzar la mayoria absoluta en las préximas eleccio-
nes. De ahi que la inevitabilidad de las alianzas, pre o post-electorales, genere una
dinimica de entendimientos ticitos o de acuerdos explicitos que, en los préxi-
mos meses, coloreard seguramente el panorama politico islefio. Hasta ahora la
nota mis destacada, en esta perspectiva, son las negociacién entre el PP y
la Federacién Nacionalista para concurrir coaligados en las mismas listas. Del
lado del PP, impulsa este acuerdo la conveniencia de mejorar posiciones en las
islas orientales. Del lado de la Federacidn, superar en las islas centrales el escollo
dificilmente salvable de unas barreras electorales recientemente reforzadas. Para
el observador imparcial lo més llamativo es la extrema labilidad de los «referen-
tes ideolégicos identitarios» de esas formaciones politicas.

Por otra parte, los desacuerdos sobre el liderazgo entre los principales repre-
sentantes de Coalicién Canaria ~-Hermoso, Olarte, Mauricio- han conducido a
una sorprendente solucién: da cara a las préximas elecciones autonémicas, los
lideres histéricos ceden el primer plano a una generacién mis joven, representa-
da en este caso, como candidato a la Presidencia de la Comunidad Auténoma,
por un militante de ICAN [nacionalistas de izquierda], Romin Rodriguez,
responsable del Servicio Canario de Salud, poco conocido politicamente, que
comparece por primera vez en la escena politica asumiendo papeles de primer
orden. La renovacién que se pretende comprende también otros aspectos impor-
tantes tales como la conversién de la Coalicién en partido unificado. Adn es
pronto para ver hasta que punto estamos ante una renovacién profunda, o ante
un cierre de filas dada la inminencia de los procesos electorales.
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Composicién del Parlamento por Grupos Parlamentarios

Total Diputados: 60
Coalicion Canaria (CC): 21
Popular (PP): 18
Soctalista Canario (PSC-PSOE): 16
Grupo mixto: 5

Estructura del Gobierno

Presidente: Manuel Hermoso Rojas (CC).

Numero de Consejerias: 10
Presidencia y Relaciones Institucionales: Lorenzo Suirez Alonso (PP).
Agricultura, Pesca y Alimentacién: Gabriel Mato Adrover (PP).
Economia y Hacienda: José Carlos Francisco Diaz (CC).
Educacién, Cultura y Deportes: José Mendoza Cabrera (CC).

Industria y Comercio: Alfredo Vigara Murillo [sustituye a Francisco de la
Barreda Pérez] (ambos del PP).

Obras Piblicas, Vivienda y Agua: Antonio Castro Cordobés (CC).

Politica Territorial y Medio Ambiente: M* Eugenia Mirquez Rodriguez
(PP).

Empleo y Asuntos Sociales: Victor Diaz Dominguez (CC).
Turismo y Transporte: Lorenzo Olarte Cullen (CC).
Sanidad y Consumo: Julio Bonis Alvarez (CC).

Tipo de Gobierno

Segiin el apoyo parlamentario, Gobierno de coalicién (CC, PP).
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Partidos y niimero de diputados que le apoyan

Coalicién Canaria (21 diputados) y Partido Popular (18 diputados).

Composicién del Gobierno

Consejerfas: CC: Presidente y 6 Consejerias; PP: 4 Consejerias (aunque
ostenta también la Presidencia del Parlamento).

Cambios en el Gobierno

Elindicado en la Consejeria de Industria y Comercio, por sustitucién de un
Diputado nacional del PP por el Consejero saliente.

Investidura, mocién de censura y cuestién de confianza

No se han producido.

Mociones de reprobacién

Ninguna.

Debates y resoluciones parlamentarias aprobadas

Interpelaciones debatidas: 9
Preguntas con respuesta oral: 21
Mociones aprobadas: 4 (presentadas: 6)

Proposiciones no de Ley: 36 (presentadas por los grupos parlamentarios: PSC-
PSOE (20), CC (5), PP (3), Mixto (5); conjuntas: todos los grupos (2) popu-
lar y CC (1).

Comparecencias del Gobierno: 46 (7 por propia iniciativa; 33, instado por el
PSC-PSOE; 4 por el Grupo Mixto; 2 por la Diputacién Permanente).

Proposiciones de ley: 3; tomadas en consideracién: 2; rechazadas: 1 (Grupo
Mixto).

Proposiciones de ley de iniciativa popular: 1
Proposiciones de ley para su tramitacion ante las Cortes Generales: 1
Comisiones de investigacién solicitadas: ninguna.
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Reformas del Reglamento parlamentario

Aprobacién por la Comisién de Reglamento de la reforma que se resefia en el
Informe, pendiente de aprobacién por el Pleno.
Normas interpretativas y supletorias del Reglamento

Ninguna.
Instituciones similares a Consejo Consultivo, Tribunal de Cuentas y
Defensor del Pueblo

Sin cambios.



